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El Convenio de Aarhus: Herramientas 
para la Democracia Ambiental

La expresión de que «el medio ambiente es 
cosa de todos» encierra un moderno paradigma 
de corresponsabilidad en la gestión ambiental 
que vincula a todas las personas, junto a las auto-

ridades o en ocasiones frente a ellas. Si el público no pudiera valer-
se por sí mismo, afecta además a los profesionales que lo asistimos 
en sus necesidades. Para ello conviene conocer los derechos de la 
ciudadanía y las obligaciones que determinan la acción de las auto-
ridades, máxime aún en la materia de la «democracia ambiental», 
entendida como aquella forma de tomar las decisiones ambientales 
y ejecutarlas teniendo en cuenta de una forma transparente y leal a 
todos los interesados.
La vinculación de la calidad democrática  a la protección del medio 
ambiente aparece desde el inicio del Derecho Ambiental Moderno 
en la Declaración de Estocolmo de 1972 y ya el artículo 45 de la 
Constitución Española de 1978 se refiere a la «indispensable soli-
daridad colectiva». Pero no es hasta 1992, que la Declaración Río 
de Janeiro formuló el Principio 10, o Principio de Acceso2, me-
diante el cual los Estados se comprometieron a implicar a todos los 
ciudadanos en las cuestiones que tuvieran que ver con la protección 
del entorno, proporcionando acceso a la información y transparen-
cia en la materia, permitiendo y facilitando la participación del 
público en la toma de decisiones y otorgando la posibilidad de ac-
ceder a la justicia.  A raíz de dicha norma no vinculante,  expertos 
internacionales y organizaciones no gubernamentales en contacto 
con las autoridades de los Estados, propiciaron la búsqueda de ins-
trumentos jurídicos en el seno de las Comisiones Regionales de las 
Naciones Unidas, para lo que se aprobaron en 2010 las Directrices 
de Bali3. Con anterioridad, el proceso «Medio Ambiente para Eu-
ropa» de la Comisión Económica para Europa auspició la firma 
de un Tratado Internacional en la ciudad danesa de Aarhus que se 
firmó el 25 de junio de 1998 y que han ratificado ya 46 Estados de 
la región panaeuropea4. Paralelamente, en el seno de la Comisión 
Económica para América Latina y el Caribe, se viene fomentando 
la adopción de un instrumento regional para el desarrollo del Prin-
cipio 10, anteriormente citado5.

El Convenio de Aarhus en España
Básicamente, el Convenio de Aarhus, ratificado por el Reino de 
España el 29 de diciembre del 2004 y que entró en vigor el 29 
de marzo del 2005 (BOE de 16 de febrero de 2005), supone un 
catálogo de derechos instrumentales para la defensa del derecho 
humano al medio ambiente sano. Se trata del reconocimiento de 
derechos adjetivos que ayudarían a la mejora de la calidad de vida 
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de las personas y de los ecosistemas mejorando el acceso (art.4) y 
la difusión pública de la información (art.5) en materia ambiental, 
regulando una participación del público real y efectiva (arts. 6, 7 y 
8) y estableciendo los requisitos para un amplio acceso a la Justicia 
(art.9). Este catálogo de derechos debe ser incorporado y desarro-
llado en los ordenamientos jurídicos nacionales, incluyendo el de-
recho comunitario, puesto que la Unión Europa también ratificó el 
Tratado. El incumplimiento de dichas obligaciones puede incluso 
ser denunciado por cualquier ciudadano ante un Comité de Cum-
plimiento con sede en Ginebra, que ya ha condenado al Reino de 
España en dos ocasiones6.
Desde entonces se han dictado diferentes normas que han mejorado 
en el plano legislativo el acceso a la información ambiental preexis-
tente, exigiendo plazos muy breves y fijando un concepto amplio 
de información y de autoridades, se han establecido los requisitos 
para que la participación del público en decisiones ambientales, tales 
como planes y programas,  la evaluación de impacto ambiental y la 
autorización ambiental integrada, sea temprana y efectiva – cuando 
estén abiertas todas las opciones -, y, en menor medida, se ha iniciado 
el camino de mejorar el acceso a los Tribunales en la materia, otor-
gando justicia gratuita a asociaciones ecologistas. La Ley 27/2006, 
de 18 de julio, adaptando las Directivas 2003/4/CE y 2003/35/CE 
y el propio «Convenio de Aarhus» supone el esfuerzo del legislador 
español por reconocer y favorecer el ejercicio de derechos básicos 
para los ciudadanos y obligaciones para las autoridades en materia de 
medio ambiente. Los ciudadanos cuentan con nuevas herramientas 
para que la defensa del ambiente no se convierta en un calvario por 
ausencia de información, una participación tardía o dificultosa, o por 
procedimientos judiciales lentos y costosos. 
En la frustrada Directiva sobre Acceso a la Justicia, la Comisión 
Europea iniciaba su redacción afirmando que el mejor recurso para 
conseguir la aplicación de las normas ambientales era una ciudada-
nía comprometida con la defensa del ambiente. Facilitar y asistir en 
ese camino a los ciudadanos es tarea de las autoridades administra-
tivas en virtud de los compromisos del Convenio de Aarhus. Ahora 
bien, y dado que la calidad democrática de este país es siempre 
mejorable, somos los profesionales los que debemos acompañar 
al público en el devenir de sus cuitas ambientales, preparando sus 
denuncias ante inspectores y Fiscales, solicitando la información 
que sea necesaria, demandando espacios y plazos razonables para 
realizar alegaciones que sean contestadas y acudir, en su caso, a 
unos Tribunales sensibles a las acciones que pretenden un interés 
público, que no es otro que el cumplimiento de la legislación am-
biental y del principio de que «quien contamina, paga».

1www.aja-ambiental.org
2Ver http://www.un.org/spanish/esa/sustdev/agenda21/riodeclaration.htm
3Pueden consultarse en http://www.unep.org/civil-society/Portals/24105/documents/Guidelines/GUIDELINES_TO_ACCESS_TO_ENV_INFO_2.pdf
4Toda la información sobre el Convenio puede encontrarse en la página web de la Comisión Económica para Europa (http://www.unece.org/env/pp/welcome)
5Puede consultarse para seguimiento de este proceso la página web de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (http://www.cepal.org/rio20/principio10/default.asp)
6Los casos de la “Asociación de Vecinos Senda de Granada en Murcia” y el caso de la “Plataforma Anticontaminación de Almendralejo” en Extremadura supusieron una condena 
para el Estado Español por falta de transparencia, ausencia de participación y defectos en el acceso a la justicia brindados a los ciudadanos. Ver  http://www.unece.org/env/pp/com-
pliance/Compliancecommittee/24TableSpain.html
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